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RADICADO NO. 2010-00912 

 

Corresponde en esta oportunidad, proveer sobre el recurso de reposición 

interpuesto por el apoderado judicial de la parte demandante, contra la 

providencia dictada el 30 de marzo de 2023, que denegó la pérdida de 

competencia que contempla el artículo 121 del CGP [Archivo digital 08].  

 

 

I. FUNDAMENTOS DEL RECURSO 

 

Inconforme con la decisión anterior, el extremo demandante solicitó 

su revocatoria, tras considerar que, al margen de cualquier discusión sobre la 

legislación aplicable en el presente asunto, igualmente el artículo 124 del 

derogado Código de Procedimiento Civil, contemplaba la pérdida de 

competencia que insistentemente depreca, normatividad que fue reproducida 

en el artículo 121 del CGP, razón por la cual resulta equivocado el fundamento 

jurídico sustento de la providencia cuestionada.  

 

Seguidamente citó, apartes del articulado contenido en la 

Convención Americana, la Corte Interamericana de Derechos humanos, así 

como la jurisprudencia constitucional, que enarbolan los principios que 

propenden por la tutela judicial efectiva que garantice los procesos sin 

dilaciones injustificadas. 

 

 

II.  CONSIDERACIONES  

 

2.1. Consagra el legislador en el artículo 318 del C.G.P, que el 

recurso de reposición, tiene como fin que el mismo funcionario que dictó la 

providencia la revise, y si es del caso la revoque, modifique o adicione, siempre 

y cuando la misma adolezca de los presupuestos legales que deben cumplir las 

decisiones judiciales. 



 

Postulados que aplicados en el presente asunto permean la 

prosperidad del recurso evocado, como quiera que, un nuevo análisis fáctico 

jurídico, alerta sin mayores disquisiciones que en el presente asunto ha operado 

el fenómeno jurídico que contempla el parágrafo del artículo 124 del CPC, tal 

como pasa a analizarse.   

 

2.2. En orden a dilucidar sobre la normatividad aplicable en el asunto 

sub examine,  importa resaltar que en virtud de la Codificación General del 

Proceso, con el propósito de zanjar lo relacionado con la materialización de los 

principios basilares relacionados con la vigencia de la Ley1, determinó las 

reglas para el tránsito de legislación, decantándose dentro de ellas, la aplicación 

de la Ley, -salvo las excepciones establecidas-, a partir del momento que lo 

determinara el Consejo Superior de la Judicatura, quien mediante Acuerdo 

PSAA15-10392, fijó como fecha, el 1º de enero de 2016, por tanto, sus efectos 

ex nunc, comenzaron a regir, -de manera general-, a partir de esta fecha, 

verificándose de esta manera, que lo actuado con anterioridad a esta fecha, no 

pueden ser escrutados bajo las reglas del CGP, porque su régimen era el del 

Código de Procedimiento Civil . 

 

2.3. A su vez, los artículos 624 y 625 del CGP contemplaron la 

ultractividad de la Ley de manera excepcional, al disponer, que los recursos 

interpuestos, la práctica de pruebas, las diligencias iniciadas, las audiencias 

fijadas, los términos iniciados, los incidentes en curso y las notificaciones en 

trámite, se regirían por las leyes vigentes cuando se interpusieron, decretaron, 

iniciaron, convocaron, comenzaron a correr o tramitarse, en su orden, es decir, 

hasta que se agotara cada iter procesal.  

 

2.4. De lo anterior emerge sin dubitación alguna, que los procesos 

que se encontraban en curso para el 1º de enero de 2016, automáticamente no 

les es aplicable el artículo 121 del CGP, sino una vez agotadas las etapas 

procesales, conforme lo enseñan los artículos 625 y 626.  

 

2.5. En este estado de cosas, como el sub judice, se decretaron las 

pruebas del proceso desde el 17 de abril de 2013 [Pág. 181 C.P.1], es decir, 

antes del surgimiento del CGP, cuya etapa aún no se ha agotado, entonces no 

se ha consolidado el tránsito de legislación y por tanto la norma aplicable es el 

artículo 124 del Código de Procedimiento Civil, el cual, en su tenor literal 

establece:  

 

 
1 irretroactividad, vigencia inmediata y ultractividad 



PARÁGRAFO. En todo caso, salvo interrupción o suspensión del 

proceso por causa legal, no podrá transcurrir un lapso superior a 

un (1) año para dictar sentencia de primera instancia, contado a 

partir de la notificación del auto admisorio de la demanda o 

mandamiento ejecutivo a la parte demandada o ejecutada, ni a seis 

(6) meses para dictar sentencia en segunda instancia, contados a 

partir de la recepción del expediente en la Secretaría del Juzgado o 

Tribunal. 

 

Vencido el respectivo término sin haberse dictado la sentencia, el 

funcionario perderá automáticamente competencia para conocer del 

proceso, por lo cual, al día siguiente, deberá informarlo a la Sala 

Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura y remitir el 

expediente al Juez o Magistrado que le sigue en turno, quien 

proferirá la sentencia dentro del término máximo de dos (2) meses. 

Sin embargo, la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 

Judicatura podrá asignar el proceso a otro Juez o Magistrado si lo 

considera pertinente. El Juez o Magistrado que recibe el proceso 

deberá informar a la misma Corporación la recepción del expediente 

y la emisión de la sentencia. 

 

Cuando en el lugar no haya otro juez de la misma categoría y 

especialidad, el proceso pasará a un juez itinerante o al de un 

municipio o circuito cercano que señale la Sala Administrativa del 

Consejo Superior de la Judicatura. 

 

2.6. Normatividad que permite establecer que si bien es cierto que la 

legislación anterior también establecía o establece aún un plazo de duración del 

proceso, su desconocimiento no genera nulidad insaneable, ni nulidad de pleno 

derecho, como lo puntualizó la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 

al señalar:   

 

... ni el artículo124 del estatuto procesal con la adición introducida por la 

Ley 1395, ni el artículo 200 de la Ley 1450, contemplan la invalidación 

de las actuaciones posteriores a la pérdida automática de competencia del 

juzgador, de modo que si, en este caso, la sentencia fue proferida, como 

así ocurrió, después del vencimiento del plazo de seis meses previsto 

legalmente, tal situación no configura la causal de nulidad alegada. 

 

Si en gracia de discusión se considerara que tal circunstancia puede 

configurar un motivo de anulación, aunque aún no haya entrado en vigor 

el inciso 6º del artículo 121 del Código General del Proceso, habría que 

concluir necesariamente que no es de aquellos insubsanables, porque el 

único vicio relacionado con la falta de competencia del juez que por 

mandato legal reviste tal carácter es el derivado del factor funcional según 

lo dispuesto en el inciso final del artículo 144 del Código de Procedimiento 



Civil, de ahí que la determinada por ese criterio «temporal» en función de 

los plazos establecidos para resolverlas instancias del proceso es 

susceptible de saneamiento2.  

 

2.7. En síntesis, se impone colegir que en tanto sigan aplicándose las 

disposiciones de ese primer estatuto por efectos de la ultractividad de la Ley, 

no es posible invalidar la actuación so pretexto del vencimiento del plazo en 

cuestión, menos aún si las partes actuaron sin alegarla respectiva nulidad, pues 

no es posible soslayar que en materia procesal, lo que fue saneado bajo el 

imperio de una ley, no puede ser invalidado por una nueva 

 

2.8. En este estado de cosas, refulge con claridad meridiana, que en 

el presente asunto la normatividad vigente aplicable en el presente asunto, es la 

prevista en el Código de procedimiento civil, y para el caso específico la 

señalada en el artículo 124 de la citada Obra, no obstante, el cómputo del 

término en el presente asunto, será computable a partir del 06 de junio de 2021, 

fecha en que este funcionario asumió la dirección de este Juzgado, fecha que 

calculada a hoy, estructura con creces el fenómeno jurídico invocado.  

 

Ello, como quiera que el deber que establece la norma, no opera de 

manera objetiva, sino que, conforme se ha establecido jurisprudencialmente, 

debe mirarse de cara a cada funcionario, como bien lo dejó en claro la Corte 

Suprema de Justicia en sentencia STC12660-2019, oportunidad en la cual 

estableció:  

 
...De los apartes previamente resaltados, que señalan, de un lado, que quien 

pierde competencia es «el funcionario» a quien inicialmente se le asignó el 

conocimiento del asunto, y de otro, que esa pérdida es determinante para la 

calificación de desempeño de dicha autoridad judicial, es pertinente colegir que 

el término mencionado no corre de forma puramente objetiva, sino que ï por su 

naturaleza subjetivaï ha de consultar realidades del proceso como el cambio en 

la titularidad de un despacho vacante-.  

 

Conforme con ello, dado el cariz personal del referido lapso legal, cuando un 

funcionario toma posesión como juez o magistrado de un despacho judicial 

vacante, por vía general habrá de reiniciarse el cómputo del término de 

duración razonable del juicio señalado en el ordenamiento procesal, en tanto 

resulta desproporcionado mantener el curso del que venía surtiéndose 

previamente ïy sin posibilidad de intervención de su parteï, máxime cuando su 

incumplimiento es necesariamente tomado en cuenta como factor de evaluación 

de su gesti·n...ò -Resalto fuera de texto-.  

 

2.9. Para tal fin, resulta pertinente resaltar, que si bien en algunas 

oportunidades el Despacho ha retardado el impulso del proceso, ello ocurrió 

 
2 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil,  sentenciaSC16426-2015.Cfme: CS9706-2016. 



por causas exógenas a este operador, pues recientemente contaba con una carga 

laboral laboral que superaba los 3000 procesos, y por tanto rebasaba la fuerza 

de trabajo de este funcionario como director del despacho, anejo a las demás 

vicisitudes de orden tecnológico y estructural que han sido debatidas 

ampliamente en varias oportunidades, no solo ante el superior funcional, sino 

ante el superior jerárquico, cuyas condiciones precisamente convergieron en la 

creación de otro Juzgado de la misma categoría y naturaleza. Aúnese a ello, 

que igualmente se ha dilatado su trámite, ante la reprochable postura tanto del 

apoderado como del demandado, quienes pese a los múltiples requerimientos 

para que prestaran la colaboración debida para llevar a cabo los dictámenes 

periciales a los inmuebles involucrados en el presente asunto, los cuales 

resultan imprescindibles por cuanto aquí se ventila como pretensión principal 

la simulación absoluta y subsidiariamente la simulación relativa de los 

negocios jurídicos de compraventa de varios bienes inmuebles, ubicados unos 

en el municipio de Cota y otros en la ciudad de Bogotá.  

 

2.10. No obstante, y pese a los múltiples intentos por parte de los 

auxiliares de la justicia y de los requerimientos judiciales realizados 

especialmente al extremo demandado para que posibilite el ingreso a los 

mismos, e incluso pese al acompañamiento policial que se ha desplegado, no 

ha sido posible su realización, siendo ésta la única prueba que se encuentra 

pendiente de agotar.  

 

En este estado de cosas, el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO 

DE FUNZA ï CUNDINAMARCA , en uso de sus facultades legales,  

 

 

III.  RESUELVE: 

 

PRIMERO : Revocar la providencia confutada, con fundamento en lo 

precedentemente considerado.  

 

SEGUNDO: Declarar que este funcionario ha perdido la competencia 

para continuar el conocimiento del presente proceso ordinario promovido por 

la ciudadana DILMA  ESPERANZA PEDRAZA  SUÁREZ contra MIGUEL  

ANGEL  PEDRAZA  SUÁREZ Y OTROS, conforme lo precedentemente 

considerado. 

 

SEGUNDO: Con fundamento en lo dispuesto en el parágrafo del 

artículo 124 del CGP, remítase de manera inmediata el expediente al JUZGADO 

SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE FUNZA ï CUNDINAMARCA , para que si a 

bien lo tiene, asuma el conocimiento del proceso, previa compensación de 

expedientes. Ofíciese. 



 

TERCERO: Consecuente con lo anterior, abstenerse de emitir 

pronunciamiento respecto de las demás solicitudes pendientes.  

 

Notifíquese,  

 

 

 

CHRIS ROGER EDUARDO BAQUERO OSORIO 

JUEZ 


